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RECURSO DE REVISIÓN  167/2017 
 
 

COMISIONADO PONENTE:  
M.A.P. YOLANDA E. CAMACHO ZAPATA 
 
PROYECTISTA:  
ÓSCAR VILLALPANDO DEVO. 
 
MATERIA: 
ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA 
  
ENTE OBLIGADO: 
GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ POR CONDUCTO DE LA 
SECRETARÍA DE EDUCACIÓN Y OTROS. 
 
 

 San Luis Potosí, San Luis Potosí. Acuerdo del Pleno de la Comisión 

Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, correspondiente a la 

sesión del 19 diecinueve de junio de 2017 dos mil diecisiete.  

 

VISTOS, para resolver, los autos del recurso de revisión identificado al 

rubro; y 

 

RESULTANDO: 

 

PRIMERO. Solicitud de acceso a la información pública. Según 

consta el sello de recibido por parte de la UNIDAD DE TRANSPARENCIA de la 

SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN 

LUIS POTOSÍ, el 9 nueve de marzo de 2017 dos mil diecisiete  el solicitante de 

la información presentó un escrito dirigido al Secretario de Educación del 

Gobierno del Estado, en la que aquél solicitó la información siguiente1: 

 

                                                             
1
 Visible de las fojas 6 y 7  de autos.  
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SEGUNDO. Respuesta a la solicitud de acceso a la información 

pública. El 24 veinticuatro de marzo de 2017 dos mil diecisiete el notificador de 

Secretaría de Educación del Gobierno del Estado, notificó al solicitante 

mediante instructivo, el oficio 0173/CGRH-A y V-2017 en el que contienen la 

respuestas a la solicitud de acceso a la información pública. Notificación que es 

como sigue2: 

 

                                                             
2
 Visible en la foja 20 de autos.  
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TERCERO. Interposición del recurso. El 28 veintiocho de marzo de 

2017 dos mil diecisiete el solicitante de la información presentó un escrito ante 

la Oficialía de Partes de esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la 

Información Pública en donde interpuso el recurso de revisión en contra de la 

respuesta mencionada en el punto anterior. 

 

CUARTO. Trámite del recurso de revisión ante esta Comisión Estatal 

de Garantía de Acceso a la Información Pública. Mediante auto del 29 

veintinueve de marzo de 2017 dos mil diecisiete la presidencia de esta 

Comisión de Transparencia tuvo por recibido el recurso de revisión, por lo que 

por razón de turno, tocó conocer a la ponencia de la M.A.P. Yolanda E. 

Camacho Zapata por lo que se le mandó dicho expediente para que procediera, 

previo su análisis, a su admisión o desechamiento según fuera el caso. 

 

QUINTO. Auto de admisión y trámite. Por proveído del 4 cuatro de abril 

de 2017 dos mil diecisiete la Comisionado Ponente: 
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 Tuvo por recibido en tiempo y forma el medio de impugnación. 

 Lo registró en el Libro de Gobierno el presente expediente como 

RR-167/2017-2. 

 Tuvo como entes obligados al GOBIERNO DEL ESTADO DE 

SAN LUIS POTOSÍ por conducto de la SECRETARÍA DE 

EDUCACIÓN –en adelante SEGE– a través de su TITULAR, del 

TITULAR DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA y del 

RESPONSABLE DE LA COORDINACIÓN GENERAL DE 

RECURSOS HUMANOS.  

 Tuvo al recurrente por ofrecidas las documentales que adjuntó en 

su recurso de revisión –mismas que se admitieron y se 

desahogaron dada su especial naturaleza–. 

 Se le tuvo al recurrente por señalado los estrados de esta 

Comisión de Transparencia para oír notificaciones. 

 Se puso a disposición de las partes el expediente para que en un 

plazo máximo de 7 siete días manifestaran lo que a su derecho 

conviniera –ofrecer pruebas y alegar–.   

 

Asimismo en ese auto se expresó que el sujeto obligado debería informar 

a esta Comisión de Transparencia si la información que le fue solicitada: 

 

 Se encontraba en sus archivos. 

 Si estaba obligado a documentar esa información de acuerdo a 

sus facultades, competencias o funciones en el formato que el 

solicitante pidió –conforme a las características físicas de la 

información o del lugar en donde se encuentre y si la información 

se encuentra en una base de datos–. 

 Se encuentra en una de las excepciones del derecho de acceso a 

la información. 

 Si existe impedimento legal para su entrega –cuando se trate de 

información reservada o confidencial–.  

 

Por lo tanto, el ponente apercibió a las autoridades de que en caso de 

ser omisas para manifestar lo que a su derecho conviniera respecto del 

presente recurso se aplicarían en su contra las medidas de apremio previstas 
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en el artículo 190, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública del Estado. 

 

 Por otra parte, la ponente ordenó el traslado a las autoridades con la 

copia simple del recurso de revisión; se les requirió a éstas para remitieran 

copia certificada del nombramiento que los acreditara como tales; para que 

señalaran personas y domicilio para oír y recibir notificaciones en esta ciudad; 

que una vez, que sea decretado el cierre de instrucción no se atendería la 

información que fuese enviada. 

 

SEXTO. Rendición de los informes de los sujetos obligados. Por 

proveído del 8 ocho de mayo de 2017 dos mil diecisiete la ponente del presente 

asunto: 

 

 Tuvo por recibido los oficios firmados por los sujetos obligados. 

 Les reconoció su personalidad.  

 Les tuvo por rendido en tiempo y forma el informe solicitado. 

 Por expresados los argumentos relacionados con el presente 

asunto. 

 Por ofrecidas las pruebas quienes así lo hicieron. 

 Por señalado persona y domicilio para oír y recibir notificaciones. 

 

 Respecto a la parte recurrente, se le tuvo por omiso en realizar las 

manifestaciones que a su derecho conviniera y para ofrecer las pruebas o 

alegatos correspondientes. 

 

 Por último, la ponente declaró cerrado el periodo de instrucción y 

procedió a elaborar el proyecto de resolución respectivo. 

 

 SÉPTIMO. Ampliación del plazo para resolver. Por auto del 22 

veintidós de mayo de este año la ponente del presente asunto de conformidad 

con los acuerdos de Pleno CEGAIP-199/2016 y CEGAIP-199/2016 amplió el 

plazo para resolver el presente recurso. 

  

CONSIDERANDO 
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PRIMERO. Competencia. Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso 

a la Información Pública es competente para conocer del presente asunto de 

acuerdo con los artículos 6, párrafo cuarto, apartado A, fracción IV, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17, fracción III, párrafo 

tercero, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis 

Potosí; 27, primer párrafo, 34, fracciones I y II, 35, fracción I, y 175 de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública de este Estado.  

 

SEGUNDO. Procedencia. El presente recurso de revisión es procedente 

en términos del artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública del Estado ya que el recurrente se inconforma por la 

respuesta a su solicitud de acceso a la información pública.  

 

TERCERO. Legitimación. El recurrente se encuentra legitimado para 

interponer el recurso de revisión, ya que fue él quien presentó la solicitud de 

acceso a la información pública y la respuesta recaída a ésta es precisamente a 

aquél a quien le pudiera deparar perjuicio dicha respuesta. 

 

CUARTO. Oportunidad del recurso. La interposición del escrito inicial 

del recurso de revisión fue oportuna al presentarse dentro del plazo de quince 

días a que se refiere el artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública del Estado, como se expone a continuación: 

 

 El 24 veinticuatro de marzo de 2017 dos mil diecisiete el solicitante 

de la información fue notificado de la respuesta a su solicitud. 

 Por lo tanto, el plazo de los quince días hábiles para interponer el 

recurso de revisión transcurrió del día 27 veintisiete de marzo al 

19 diecinueve de abril de 2017 dos mil diecisiete.  

 Se deben de descontar de dicho cómputo por ser inhábiles los 

días 25 veinticinco y 26 veintiséis de marzo, 1 uno, 2 dos, 8 ocho, 

9 nueve, 12 doce, 13 trece, 14 catorce, 15 quince y 16 dieciséis de 

abril. 

 Consecuentemente si el 28 veintiocho  de marzo de este año el 

recurrente interpuso el citado medio de impugnación ante esta 
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Comisión de Transparencia, resulta claro que es oportuna su 

presentación.    

 

 QUINTO. Certeza del acto reclamado. Son ciertos los actos reclamados 

atribuidos a los entes obligados, puesto que así lo reconocieron las autoridades 

mencionadas al momento de rendir su informe.  

 

 Lo mismo sucede para el TITULAR de la SEGE en virtud de que, a pesar 

de que fue omisos en rendir el informe que les fue solicitado, así se desprende 

de autos ya que la solicitud de acceso a la información pública que nos ocupa 

fue dirigida al primero, precisamente en su carácter de titular. 

 

 SEXTO. Causales de improcedencia. Las causales de improcedencia 

previstas en el artículo 179 de la Ley de Transparencia son de estudio oficioso y 

preferente a cualquier otra cuestión planteada, por lo tanto, al no haber causal 

de improcedencia invocada por las partes o advertida por este órgano 

colegiado,  se analiza el fondo de la cuestión planteada. 

 

SÉPTIMO. Estudio de los agravios.   

 

 7.1. Agravios. 

 

 El recurrente expresó como motivo de inconformidad los siguientes: 
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                                                    11                                      RECURSO DE REVISIÓN 167/2017-2 
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 7.1. Agravios infundados. 

 

 Son infundadas las alegaciones del recurrente por lo siguiente. 

  

 Ante todo, es necesario aclarar que el recibo de pago a que se refiere el 

recurrente y, en el que sostiene que ya realizó el pago de las versiones 

públicas, es sobre otra solicitud de acceso a la información pública que nada 

tiene que ver con la que estudia en el presente asunto, en virtud de que, lo que 

alegue sobre la entrega o no de ese pago de otra solicitud de acceso a la 

información pública debió en todo caso reclamarla mediante el recurso 

correspondiente, empero, no como en el caso de que reclame en este asunto 

un pago de otra solicitud de acceso a la información pública ya que, como de la 

copia del propio recibo se desprende, éste data del 22 veintidós de febrero de 

este año, cuando que, la fecha de la solicitud a estudio es del 9 nueve de marzo 

de este año. Dicho en otras palabras, ese recibo esta Comisión de 

Transparencia no puede tomarlo en consideración para resolver puesto que, 

como el propio recurrente lo adujo no se trata de la misma solicitud de acceso a 

la información pública. 

 

 En cuanto a lo demás el cobro de la versión pública es correcta, en virtud 

de que, el ahora recurrente pidió tener acceso a la información en las 

modalidades de copia, simple, certificada y en formato electrónico y, sobre lo 

anterior el sujeto obligado le manifestó que para entregarle la información debía 

de elaborar la versión pública mediante el costo correspondiente en virtud de 

que esa información contaba con datos personales. 

 

Ahora, en primer término el cobro de la reproducción de la información en 

versión pública no le causa agravio al recurrente, ya que éste cuando pidió 

dicha información solicitó copia simple y certificada es decir, que fue él mismo 

quien pidió tener acceso a la información mediante la reproducción de la misma, 

por ello, si dicha información contiene datos personales y para ello es necesario 

elaborar la versión pública de la información, está claro que, dicho cobro en 

nada le causa agravio en virtud de que, se insiste el pidió tener acceso 

mediante la reproducción de la información. 
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Por otra parte, si el solicitante al querer acceder a la información que 

pidió y para ello anexó dos Discos Compactos la autoridad le respondió que esa 

información contiene datos personales, de ahí que, al contener información con 

esas características resulta inaccesible a la totalidad del documento, sino que, 

efectivamente puede accederse a la misma mediante una versión pública de 

acuerdo con el artículo 1253 de la Ley de Transparencia.  

 

En esa postura, es necesario aclarar que, en virtud de que no se puede 

acceder al documento ya sea en original o mediante la reproducción del mismo 

–mediante la versión pública– el ente obligado, como lo hizo en la respuesta le 

hizo saber al solicitante el cobro de la versión pública, en otras palabras, la 

respuesta es correcta. 

 

Así, se insiste que la información que el solicitante pidió, no puede ser de 

acceso a su totalidad, sino mediante la reproducción para la elaboración de la 

versión pública.  

 

Por ello, desde ese punto de vista el ente obligado al tener que elaborar 

la versión pública y, para el efecto de que el solicitante pueda acceder, la 

misma debe de ser en copia simple, certificada o en formato electrónico en 

donde se contenga la información en versión pública pero almacena en este 

formato electrónico, por ende, como el ente obligado lo dijo en su respuesta, 

debe de hacer el cobro respectivo.  

 

En esa postura, es necesario aclarar que el derecho de acceso a la 

información pública, no es absoluto sino que, tiene, en este caso, el límite 

cuando se trate de información confidencial o de datos personales –previstos en 

el artículo 3°, fracciones XI y XVII– limite que, incluso está previsto en el artículo 

113, 138 y 142 primer párrafo de la Ley de Transparencia que refiere que la 

figura jurídica de excepción al derecho de acceso a la información pública, es la 

                                                             
3
 ARTÍCULO 125. Cuando un Documento contenga partes o secciones reservadas o confidenciales, los sujetos 

obligados, para efectos de atender una solicitud de información, deberán elaborar una Versión Pública en la que se 

testen las partes o secciones clasificadas, indicando su contenido de manera genérica y fundando y motivando su 

clasificación. 
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de información confidencial –como es el caso– si no es por consentimiento del 

titular.  

 

En este asunto la disyuntiva a dilucidar es qué hacer cuando un 

documento es, en parte público y, en parte contiene datos que por sus 

características de información confidencial no se puede tener acceso a la 

totalidad del documento. 

 

Esta situación no la pasó por alto el legislador ya que ante esta 

circunstancia previo la elaboración de las versiones públicas, es decir, que 

cuando un documento que, en esencia es público, pero a la vez contiene datos 

confidenciales, se deben de eliminar o testar las partes que sean 

confidenciales. Dicho de otra forma, se debe de elaborar un documento para 

poder acceder a él, mediante la versión pública. 

 

En el caso, para que el solicitante pueda acceder a la información que 

solicitó es necesario elaborar una versión pública, ya que la misma no puede 

ser entregada en su totalidad, pues es indispensable que la autoridad realice la 

versión pública, porque el documento al contener secciones confidenciales, la 

autoridad debe de testar éstas. 

 

De lo anterior, está claro que para que el recurrente acceda a la 

información que pidió la autoridad debe de elaborar una versión pública de los 

documentos solicitados, es decir, elaborarle un documento, para lo cual se 

necesita, en primer lugar, fotocopiar el documento que contiene datos 

personales, a fin de que posteriormente se supriman esos datos y, finalmente, 

fotocopiar el documento a fin de ponerlo a disposición del peticionario, situación 

que genera un costo adicional a cargo de la autoridad. 

 

Atender lo contrario, es decir que el solicitante acceda a la información 

sin estar testado, no resulta viable, puesto que no hay consentimiento expreso 

de los titulares de los derechos protegidos –información confidencial– ni el 

solicitante acreditó ser el representante para llegarse de esos datos 

jurídicamente protegidos. 
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En esa tesitura, lo procedente es, como bien lo dijo la autoridad en su 

respuesta, de elaborar una versión pública a costa del solicitante, pues para 

acceder a la información que, en principio es pública, lo cierto es la misma 

contiene información confidencial y, por ello es indispensable que se elabora 

dicha versión a costa del solicitante. 

 

Lo mismos acontece para el medio electrónico que el solicitante aportó, 

es decir, que primero debe de elaborar la versión pública de los documentos y, 

una vez hecho lo anterior, el sujeto obligado los debe de almacenar en dicho 

medio electrónico, pues debe de precisarse que el sujeto obligado no cobró los 

medios de reproducción, en el caso los Discos Compactos. 

 

Lo anterior se sustenta con la tesis III. 2°. T. Aux. 15 A, emitida por el 

Segundo Tribunal Colegiado del Tercer Circuito, Visible en el Semanario 

Judicial y su Gaceta, Página 2098, Tomo XXXII, Julio de 2010, Novena Época, 

Materia Administrativa4. Así como el criterio 14/2009  emitido por el Comité de 

Acceso a la Información y Protección de Datos Personales de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, Visible en la Compilación de Normas y Criterios en 

Materia de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de 

                                                             
4
 TRANSPARENCIA E INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE JALISCO. EL ARTÍCULO 78 DE LA LEY 

RELATIVA NO VIOLA EL PRINCIPIO DE GRATUIDAD EN EL EJERCICIO DEL DERECHO DE ACCESO A LA 

INFORMACIÓN, CONTENIDO EN LA FRACCIÓN III DEL ARTÍCULO 6o. DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. 

Del proceso legislativo que concluyó con la adición de un segundo párrafo con siete fracciones al artículo 6o. de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación 

el 20 de julio de 2007, se advierte que el creador de la norma destacó que la fracción III del referido numeral prevé, 

entre otras cosas, el principio de gratuidad únicamente por lo que ve al ejercicio del derecho de acceso a la información, 

lo que significa que el hecho de proporcionar información a los particulares no generará costo alguno para éstos. Por 

otra parte, el artículo 78 de la Ley de Transparencia e Información Pública del Estado de Jalisco dispone que cuando la 

información solicitada se encuentre disponible al público en medios impresos, como libros, compendios, trípticos, 

archivos públicos, en formatos electrónicos disponibles en Internet o en cualquier otro medio, se le hará saber por 

escrito la fuente, el lugar y la forma en que puede consultar, reproducir o adquirir dicha información, lo que no implica 

propiamente un costo para el gobernado. Por tanto, el mencionado artículo 78 no viola el indicado principio, pues éste 

se dirige a los procedimientos para la obtención de la información, no a los eventuales costos de los soportes en los que 

ésta se entregue, tales como medios magnéticos, copias simples o certificadas, ni a las cantidades erogadas por el 

traslado para obtenerla o para su entrega a través de servicios de mensajería cuando así lo solicite el particular, en 

razón de que esos medios de reproducción y de envío son los que tienen un costo, pero no la información, además de 

que en la propia legislación se prevén los mecanismos para que el gobernado pueda tener el mayor acceso posible a 

aquélla, así como los medios de comunicación necesarios y posibles para su obtención. 
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Datos Personales de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Página 865, 

Novena Edición, Junio de 2013
5
. 

 

 Consecuentemente el cobro de la reproducción de la información para su 

entrega, es correcto, de ahí que el agravio sea infundado. 

 

 Además, también es infundada la parte en que el recurrente afirmó que 

esa información que pidió es de la que debe de transparentarse, pues basta 

una simple comparación entre la solicitud de acceso a la información pública y, 

la de aquélla que debe de transparentarse, propiamente el artículo 84, fracción 

X de la Ley de Transparencia, para determinar que no se está ante el mismo 

supuesto, pues de ser así, el sujeto obligado debía de entregar sin costo la 

información, pero se reitera no se está ante tal supuesto de ahí lo infundado. 

 

 Tampoco es aplicable el criterio que invocó del Comité de Acceso a la 

Información de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ya que el mismo se 

refiere a las solicitud de acceso a la información pública que son recibidas por 

los medios electrónicos, esto es Plataforma Nacional de Transparencia –

informex– que no es el supuesto, ya que la solicitud de acceso a la información 

pública de este asunto fue presencial. 

 

 Por último también es infundado a lo alegado en lo que toca al criterio 

401/2009 y que por lo tanto se aplique el principio de afirmativa ficta empero, lo 

                                                             
5
 DIGITALIZACIÓN DE DOCUMENTOS IMPRESOS QUE CONTIENEN INFORMACIÓN CONFIDENCIAL Y/O 

RESERVADA, SU COSTO ES INDEPENDIENTE DEL QUE GENERA LA REPRODUCCIÓN DE LA VERSION 

PÚBLICA RESPECTIVA. El Acuerdo General de la Comisión para la Transparencia, Acceso a la Información Pública 

Gubernamental y Protección de Datos Personales de la Suprema Corte Justicia de la Nación, del nueve de julio de dos 

mil ocho, específicamente en sus artículos 92, 93, 105 y 109, establece que tratándose de documentos impresos o 

electrónicos en formato de imagen, la versión pública debe elaborarse sobre “copias impresas” y que previo a su 

elaboración deberá cotizarse su costo de reproducción conforme a las cuotas autorizadas por la Comisión, hacerlo del 

conocimiento del solicitante y recibir el pago correspondiente; asimismo, precisa que en los casos en que los solicitantes 

elijan la modalidad electrónica y la información requerida no exista en documento electrónico, el órgano que la tenga 

bajo su resguardo deberá generar la versión respectiva, para lo cual dispondrán de un tiempo prudente que deberá ser 

aprobado por el Comité o la Comisión, en su caso. Luego, es dable concluir que si bien es verdad que para tener por 

satisfecho el derecho de acceso a la información es necesario que ésta se proporcione en la modalidad solicitada, lo 

cierto es que en los casos en que para ello sea necesario generar la versión pública y/o electrónica de los documentos 

que contienen la información requerida, es menester que previamente el solicitante efectúe el pago del costo que 

genera su reproducción, el cual deberá determinarse por el área que la tiene bajo su resguardo, en la inteligencia de 

que el costo de la reproducción de la versión pública es independiente del costo de la reproducción de la versión 

electrónica.  
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anterior es en caso de que el sujeto obligado no hubiese dado respuesta en tiempo, 

pues de ser así, es decir que el sujeto obligado hubiese sido omiso en dar 

respuesta a la solicitud de acceso a la información pública, esta Comisión de 

Transparencia tendría que aplicar el citado principio de afirmativa ficta. 

 

Así, dicho principio es una máxima del derecho de acceso a la información 

pública que consiste en que los solicitantes no permanezcan por tiempo indefinido 

en la incertidumbre del silencio de la autoridad de resolver su solicitud de acceso a 

la información pública en el plazo que le marcan los artículos 154 y 164 de la Ley 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, ya que estos 

preceptos tienen por objeto que los solicitantes no se vean afectados en su esfera 

jurídica ante la pasividad de la autoridad que legalmente debe de emitir una 

respuesta, de tal manera que no sea indefinida la conducta de abstención asumida 

por la autoridad.  

 

Por ello, el artículo 154 de la ley ya mencionada, dispone que la 

respuesta a la solicitud deberá ser notificada al interesado en el menor tiempo 

posible, que no podrá exceder de diez días, contados a partir del día siguiente a 

la presentación de aquélla. 

 

Y que sólo excepcionalmente, ese el plazo podrá ampliarse hasta por 

diez días más, siempre y cuando existan razones fundadas y motivadas, con la 

condicionante de que deberán ser aprobadas por el Comité de Transparencia, 

mediante la emisión de una resolución que deberá notificarse al solicitante, 

antes de su vencimiento. 

 

Por tanto, de conformidad con el artículos 164  y 165, párrafo quinto6, de 

la Ley de Transparencia si la autoridad no demuestra que otorgó la información 

                                                             
6
 ARTICULO 164. Si transcurridos diez días de presentada la solicitud de información, la unidad de transparencia no 

respondiere al interesado, se aplicará el principio de afirmativa ficta, y la autoridad estará obligada a entregar la 

información de manera gratuita, en un plazo máximo de diez días; salvo cuando se trate de información reservada o 

confidencial. 

ARTÍCULO 165. En caso de existir costos para obtener la información, deberán cubrirse de manera previa a la entrega 

y no podrán ser superiores a la suma de: I. El costo de los materiales utilizados en la reproducción de la información; II. 

El costo de envío, en su caso, y III. El pago de la certificación de los Documentos, cuando proceda.- Tratándose de la 

reproducción en medios magnéticos, si el solicitante aporta el medio en el que será almacenada la información, la 

reproducción será totalmente gratuita.- Los sujetos obligados llevarán a cabo la reproducción y/o envío de la 

información solicitada, previo pago de los derechos correspondientes.- La información deberá ser entregada sin costo, 

cuando implique la entrega de no más de veinte hojas simples. Las unidades de transparencia podrán exceptuar el 
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que le fue solicitada o dio la respuesta en tiempo –dentro del plazo de diez 

días– la consecuencia es que esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la 

Información Pública aplicará el principio de afirmativa ficta en el sentido de 

obligar a la autoridad responsable a entregar la información de manera gratuita 

en un plazo máximo de diez días hábiles tal y como lo establece dicho precepto.  

 

 Así pues, como se adelantó el agravio de que se trata es infundado ya 

que efectivamente no hay omisión de la autoridad de dar respuesta a su 

solicitud de acceso a la información pública dentro del plazo de los diez días 

a que se refiere el artículo 154 de la Ley de Transparencia, como se expone a 

continuación. 

 

I. El 9 nueve de marzo de 2017 dos mil diecisiete el solicitante de la 

información presentó su solicitud de acceso a la información 

pública ante el sujeto obligado. 

 

II. Ahora, el plazo para dar respuesta por parte del sujeto obligado 

era de diez días, contados a partir del día siguiente en que quedó 

formalmente presentada, ello de conformidad con los artículos 148 

y 1547 de la Ley de Transparencia. 

 

III. Por lo tanto, el plazo de los diez días comenzó al día siguiente de 

presentada la solicitud, esto el día 10 diez de marzo y vencía el 

                                                                                                                                                                                    
pago de reproducción y envío atendiendo a las circunstancias socioeconómicas del solicitante.- Ante la falta de 

respuesta a una solicitud en el plazo previsto y en caso de que proceda el acceso, los costos de reproducción y envío 

correrán a cargo del sujeto obligado.- Las cuotas de los derechos a que se refiere el artículo 62 de esta Ley, se 

publicarán en los sitios de Internet de los sujetos obligados. En su determinación se deberá considerar que los montos 

permitan o faciliten el ejercicio del derecho de acceso a la información, asimismo se establecerá la obligación de fijar 

una cuenta bancaria única y exclusivamente para que el solicitante realice el pago íntegro del costo de la información 

que solicitó. 

7
 ARTÍCULO 148. Los términos de todas las notificaciones previstas en esta Ley, empezarán a correr al día siguiente al 

que se practiquen. - Cuando los plazos fijados por esta Ley sean en días, éstos se entenderán como hábiles. 

ARTÍCULO 154. La respuesta a la solicitud deberá ser notificada al interesado en el menor tiempo posible, que no 

podrá exceder de diez días, contados a partir del día siguiente a la presentación de aquélla. Excepcionalmente, el plazo 

referido en el párrafo anterior podrá ampliarse hasta por diez días más, siempre y cuando existan razones fundadas y 

motivadas, las cuales deberán ser aprobadas por el Comité de Transparencia, mediante la emisión de una resolución 

que deberá notificarse al solicitante, antes de su vencimiento. Los sujetos obligados, al otorgar respuesta a una solicitud 

de acceso a la información, con independencia de su sentido, harán del conocimiento del solicitante sobre el medio de 

defensa que le asiste para inconformarse, así como el plazo para su interposición, conforme a lo establecido por esta 

Ley. 
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24 veinticuatro de ese mes, sin contar los días 11 once, 12 doce, 

18 dieciocho, 19 diecinueve y 20 veinte por ser inhábiles.  

 

 Es decir, que la fecha límite con la que contaba la autoridad para dar 

respuesta a la solicitud de acceso a la información pública desde que le fue 

presentada ésta, vencía el día 24 veinticuatro de marzo de este año. 

 

  En la especie, está demostrado que el día 24 veinticuatro de marzo 

pasado el solicitante de la información fue notificado de la respuesta –que 

incluso es la que impugna por este medio–, esto es, respuesta que fue 

notificada dentro del plazo de los diez días que la autoridad tenía para 

hacerlo, ya que incluso el sujeto obligado notificó la respuesta al décimo día 

hábil de los diez que tenía para hacerlo. 

 

 Es por ello que contrario a lo alegado por lo recurrente en el presente asunto 

la autoridad cumplió con la obligación de dar respuesta en tiempo  y, por tal razón 

el agravio donde el recurrente reclama la aplicación del principio de afirmativa 

ficta es infundado y, por ende tampoco tiene aplicación el criterio 401/2009 de 

esta Comisión de Transparencia. 

 

 7.2. Sentido de la resolución. 

 

 Así, al no prosperar los agravios del recurrente, lo procedente es que esta 

Comisión de Transparencia de conformidad con el artículo 175, fracción II, de la 

Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado confirme la 

respuesta del sujeto obligado, ya que no hay transgresión del derecho humano de 

acceso a la información pública previsto en el artículo 4° de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado. 

 

7.3. Archivo. 

 

 Que una vez que la presente resolución sea notificada a las partes, la 

ponencia mande archivar el presente asunto como totalmente concluido. 

 

  Por último, de conformidad con el artículo 159 de la Ley General de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública mediante la presente resolución 
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se hace del conocimiento a la parte recurrente que en contra de la presente 

determinación puede acudir ante el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a 

la Información y Protección de Datos Personales o ante el Poder Judicial de la 

Federación. 

 

RESOLUTIVOS  

 

Por lo expuesto y fundado, SE RESUELVE: 

 

ÚNICO. Esta Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información 

Pública confirma el acto impugnado por los fundamentos y las razones 

desarrolladas en el considerando séptimo de la presente resolución. 

 

Notifíquese; por oficio a las autoridades y a la recurrente por el medio que 

designó. 

  

Así, por unanimidad de votos lo resolvió la Comisión Estatal de Garantía de 

Acceso a la Información Pública, integrada por los Comisionados M.A.P. Yolanda 

E. Camacho Zapata, licenciada Claudia Elizabeth Ávalos Cedillo y MTRO. 

Alejandro Lafuente Torres presidente, siendo ponente la primera de los nombrados, 

quienes en unión de la licenciada Rosa María Motilla García, Secretaria de Pleno 

que da fe, firman esta resolución.   

  

        COMISIONADO PRESIDENTE 

 

 

                   MTRO. ALEJANDRO  

                    LAFUENTE TORRES  

              COMISIONADA  

 

 

         M.A.P. YOLANDA E.  

                          CAMACHO ZAPATA 

COMISIONADA  

 

 

LIC. CLAUDIA ELIZABETH  

ÁVALOS CEDILLO   

 SECRETARIA DE PLENO 

 

 

LIC. ROSA MARÍA MOTILLA GARCÍA  

*ESTAS FIRMAS PERTENECEN A LA RESOLUCIÓN DE LA REVISIÓN 167/2017-2 QUE FUE EN CONTRA DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ POR CONDUCTO DE LA 

SECRETARÍA DE EDUCACIÓN Y OTRAS AUTORIDADES Y QUE FUE APROBADA EN LA SESIÓN EXTRAORDINARIA DEL 19 DIECINUVE DE JUNIO DE 2017 DOS MIL DIECISIETE. 

 

L/OVD.  


